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Ordinario Laboral

Demandante:

Heriberto Sánchez Cardona

Demandados:

Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda y otros

Juzgado de origen:
Juzgado Cuarto Laboral del Circuito

Magistrado Ponente:
Julio César Salazar Muñoz

Temas: 

NULIDAD DE DICTAMEN DE JUNTA DE INVALIDEZ / DICTAMEN EMITIDO POR JUNTA DE INVALIDEZ NO ES PRUEBA EXCLUSIVA PARA DETERMINAR PCL / COINCIDENCIA DE DICTÁMENES FRENTE A FECHA DE ESTRUCTURACIÓN / CONFIRMA / NIEGA 

La Sala de Casación Laboral por medio de las sentencias de 29 de junio de 2005 radicación Nº 24.392, 30 de agosto de 2005 radicación Nº 25.505 y SL 5622 de 9 de abril de 2014 radicación Nº 52.072, ésta última con ponencia de la Magistrada Clara Cecilia Dueñas Quevedo ha enseñado que el dictamen emitido por una Junta de Calificación de Invalidez no es la prueba “calificada y exclusiva” para determinar la disminución de la capacidad laboral, el origen de la calificación y la fecha de estructuración de la misma, pues dicha prueba realmente es un experticio que la ley estableció que fuera practicado por unos determinados entes, sin que constituya en si una prueba solemne.

En ese sentido, el parágrafo 3º del artículo 4º del Decreto 1352 de 2013 establece: “Sin perjuicio del dictamen pericial que el juez laboral pueda ordenar a un auxiliar de la justicia, a una universidad, a una entidad u organismo competente en el tema de calificación del origen y pérdida de la capacidad laboral, el juez podrá designar como perito a una Junta Regional de Calificación de Invalidez que no sea la Junta a la que corresponda el dictamen demandado.”. 

Nótese como la referida norma define que el origen y el grado de la pérdida de la capacidad laboral podrán ser modificados, si se allega al proceso dictamen efectuado únicamente por un auxiliar de la justicia, universidad, entidad diferente competente para ello como por ejemplo el Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses o en su defecto, una Junta diferente a la que emitió el dictamen demandado; mientras que la fecha de estructuración es una cuestión que puede fijarse a partir de otras pruebas diferentes que pueden ser aportadas al proceso y que no necesitan de conocimientos técnico-científicos.

(…)
En efecto, al revisar el expediente y en particular la evidencia clínica inmersa en los dictámenes emitidos por la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda el 23 de junio de 2008 y el 24 de julio de 2014 –fls.23 a 29- no existe una examen médico que establezca que la disfunción visual grave bilateral severa que invalidó al señor Heriberto Sánchez Cardona en un 63.90%, se haya producido antes del 14 de julio de 2014, y mucho menos, en qué momento se produjo con exactitud el 50% de pérdida de la capacidad laboral.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA

Hoy, cuatro de julio de dos mil diecisiete, siendo las once de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación interpuesto por el señor HERIBERTO SÁNCHEZ CARDONA en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito el 21 de febrero de 2018, dentro del proceso que le promueve a la JUNTA REGIONAL DE CALIFICACION DE INVALIDEZ DE RISARALDA y a la AFP PORVENIR S.A. y al cual fue llamada en garantía la sociedad BBVA SEGUROS S.A., cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-004-2015-00203-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:
ANTECEDENTES
Pretende el señor Heriberto Sánchez Cardona que la justicia laboral declare la nulidad parcial del dictamen emitido por la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda el 24 de julio de 2014 en lo que concierne a la fecha de estructuración de la invalidez y con base en ello aspira que se fije como tal el 19 de octubre de 2007, lo que resulte probado extra y ultra petita y las costas procesales a su favor. 
Refiere que: Nació el 26 de octubre de 1969; entre el mes de abril de 1996 y julio de 2008 sostuvo una relación laboral con el conjunto residencial torreal; se afilió al régimen de prima media con prestación definida en mayo de 1987, realizando cotizaciones hasta el año 2000; en esta última anualidad se trasladó a la AFP BBVA S.A. hoy Porvenir S.A., cotizando hasta julio de 2008; en el año 2007 mientras estaba en su trabajo, presentó molestias en la visión, pero el tratamiento médico al que fue sometido no mejoró su condición de salud, por el contrario, empeoró, ya que empezó a sentir dolores en todo el cuerpo; en ese mismo año se le diagnosticó síndrome de Stevens Johnson, enfermedad degenerativa con altos índices de mortalidad, que en su caso lo dejó con hipersensibilidad de la piel, pérdida de visión del ojo izquierdo, así como resequedad y pérdida parcial de la visión del ojo derecho; su estado se salud se agrava cuando se somete al sol y el polvo; después del año 2008 fue imposible volver a trabajar, no ha podido reincorporarse a la fuerza laboral debido a su estado de salud; el 17 de diciembre de 2007 la AFP BBVA S.A. hoy Porvenir S.A. determinó que tenía una PCL del 40.65% estructurada el 19 de octubre de 2007; el 23 de junio de 2008 la Junta Regional de Calificación de Invalidez modificó el porcentaje de PCL al 42.04%; el 24 de julio de 2014 la misma Junta de Calificación de Invalidez al valorar la historia clínica, el dictamen emitido por la AFP y un examen paraclínico denominado prueba de campo visual, estableció que la PCL era del 63.90% y fecha de estructuración el 14 de julio de 2014; contra ese dictamen se interpuso recurso de reposición y en subsidio el de apelación, el cual fue negado.
Al contestar la demanda –fls.47 a 52- la Junta Regional de Calificación de Risaralda manifestó que el dictamen emitido el 24 de julio de 2014 fue realizado con base en los documentos y valoraciones que fueron puestos a disposición de la entidad, sin que exista prueba que acredite que la fecha de estructuración deba ser modificada. Se opuso a las pretensiones y formuló las excepciones de mérito que denominó “Legalidad en la calificación” y “Ausencia de error grave”.
Por su parte, la AFP Porvenir S.A. al dar respuesta al libelo introductorio –fls.95 a 108- aceptó los hechos relacionados con los dictámenes emitidos por la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda, así como la afiliación del demandante a esa entidad en el año 2000 y las cotizaciones efectuadas hasta el año 2008. Se opuso a las pretensiones y planteó las excepciones de fondo de “Petición antes de tiempo”, “Inexistencia de la obligación, cobro de lo no debido, ausencia de derecho sustantivo, falta de causa en las pretensiones de la demanda”, “Prescripción”, “Buena fe” e “Innominada o genérica”.

En escrito adjunto –fls.184 a 186- solicitó que fuera llamada en garantía la sociedad BBVA Seguros de Vida Colombia S.A. en virtud a la póliza colectiva de seguro previsional de invalidez y sobrevivientes para el financiamiento y pago de las pensiones de invalidez y/o supervivencia, suscrita entre ambas entidades con el fin de financiar el capital necesario para el pago de las eventuales prestaciones económicas e incapacidades que se causen a favor de sus afiliados entre febrero de 2004 y enero de 2010.
Luego de ser vinculada al proceso, la sociedad BBVA Seguros de Vida Colombia S.A. contestó la demanda y el llamamiento en garantía –fls.215 a 249-, manifestando frente a la primera que no hay lugar a modificar la fecha de estructuración de la invalidez del actor, al haberse realizado adecuadamente conforme a los parámetros establecidos en la Ley. Se opuso a las pretensiones y propuso las excepciones de mérito que denominó “Inoponibilidad del dictamen de calificación de invalidez proferido el 24 de julio de 2014 por la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda al haber sido expedido de manera irregular y no haber sido notificado”, “El dictamen proferido en el presente caso por la Junta Nacional de Calificación de Invalidez está llamado a mantenerse en firme con todos sus efectos”, “No hay lugar al reconocimiento de la pensión de invalidez a cargo de la sociedad Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías Porvenir S.A. en virtud de la falta de cumplimiento por parte del afiliado de los presupuestos legalmente establecidos para el efecto”, “Improcedencia del cobro de intereses moratorios”, “Prescripción de las mesadas pensionales”.
Respecto al llamamiento en garantía expreso que la póliza colectiva suscrita con la AFP solo puede verse afectada en la medida en que se le reconozca al demandante la pensión de invalidez por riesgo común. Planteó las excepciones de fondo que denominó “La póliza expedida por BBVA Seguros de Vida Colombia S.A. solo otorga cobertura de la pensión de invalidez a favor del demandante, si la fecha de estructuración de la invalidez es anterior al 31 de diciembre de 2009”, “La responsabilidad de la aseguradora se encuentra limitada al valor de la suma asegurada”.
En sentencia de 21 de febrero de 2018, la funcionaria de primer grado después de manifestar que los hechos y pretensiones de la demanda están encaminados únicamente a establecer si hay lugar a modificar la fecha de estructuración de la invalidez del señor Heriberto Sánchez Cardona y no el reconocimiento de la pensión de invalidez como aparentemente lo interpretan las entidades demandadas y la llamada en garantía; estableció que no hay pruebas en el plenario que permitan modificar la fecha de estructuración de la pérdida de la capacidad laboral del señor Sánchez Cardona, la cual fue fijada por la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda para el 14 de julio de 2014; motivo por el que negó las pretensiones de la demanda.
Inconforme con la decisión, el apoderado judicial de la parte actora interpuso recurso de apelación expresando que la jurisdicción ordinaria laboral está facultada para determinar si la fecha de estructuración de la invalidez del señor Heriberto Sánchez Cardona estuvo correctamente fijada por la Junta Regional de la Calificación de Invalidez y para ello no es necesario que determine en qué momento se llegó al 63.90%, sino que basta establecer en que momento puntual el afiliado arribó al 50% de pérdida de la capacidad laboral para fijar a partir de esa momento la fecha de estructuración de la invalidez, ya que como bien es sabido, una persona es invalida en Colombia cuando se le dictamina una pérdida de capacidad laboral equivalente al 50%. Con base en ese entendimiento y con las pruebas allegadas al proceso, solicita que se revoque la sentencia emitida en primera instancia, para en su lugar modificar la fecha de estructuración de la invalidez a una calenda anterior al 14 de julio de 2014.
En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.
Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver el siguiente PROBLEMA JURIDICO:

¿Hay lugar a declarar la nulidad parcial del dictamen emitido por la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda el 24 de julio de 2014, en el que se determinó como fecha de estructuración de la invalidez del señor Heriberto Sánchez Cardona el 14 de julio de 2014?
Con el propósito de dar solución al interrogante en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, el siguiente aspecto:
EL DICTAMEN DE LA JUNTA DE CALIFICACION DE INVALIDEZ COMO PRUEBA DENTRO DEL PROCESO JUDICIAL

La Sala de Casación Laboral por medio de las sentencias de 29 de junio de 2005 radicación Nº 24.392, 30 de agosto de 2005 radicación Nº 25.505 y SL 5622 de 9 de abril de 2014 radicación Nº 52.072, ésta última con ponencia de la Magistrada Clara Cecilia Dueñas Quevedo ha enseñado que el dictamen emitido por una Junta de Calificación de Invalidez no es la prueba “calificada y exclusiva” para determinar la disminución de la capacidad laboral, el origen de la calificación y la fecha de estructuración de la misma, pues dicha prueba realmente es un experticio que la ley estableció que fuera practicado por unos determinados entes, sin que constituya en si una prueba solemne.
En ese sentido, el parágrafo 3º del artículo 4º del Decreto 1352 de 2013 establece: “Sin perjuicio del dictamen pericial que el juez laboral pueda ordenar a un auxiliar de la justicia, a una universidad, a una entidad u organismo competente en el tema de calificación del origen y pérdida de la capacidad laboral, el juez podrá designar como perito a una Junta Regional de Calificación de Invalidez que no sea la Junta a la que corresponda el dictamen demandado.”. 
Nótese como la referida norma define que el origen y el grado de la pérdida de la capacidad laboral podrán ser modificados, si se allega al proceso dictamen efectuado únicamente por un auxiliar de la justicia, universidad, entidad diferente competente para ello como por ejemplo el Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses o en su defecto, una Junta diferente a la que emitió el dictamen demandado; mientras que la fecha de estructuración es una cuestión que puede fijarse a partir de otras pruebas diferentes que pueden ser aportadas al proceso y que no necesitan de conocimientos técnico-científicos. 
EL CASO CONCRETO
Con el fin de que se modificara la fecha de estructuración de la invalidez fijada por la Junta Regional de Calificación de Risaralda para el 14 de julio de 2014, la parte actora solicitó en la demanda –fls.32 a 39- que se ordenara al Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses rendir dictamen pericial sobre cuál es la fecha de estructuración de la invalidez del 63.90% del señor Heriberto Sánchez Cardona.
En la audiencia de que trata el artículo 77 del C.P.T. y de la S.S., la falladora de primera instancia en la etapa correspondiente al decreto de pruebas, accedió a la solicitada por la parte actora concerniente a que se rinda un dictamen pericial para definir cuál es la fecha de estructuración de la invalidez del 63.90% del accionante, sin embargo, decidió que fuera la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Caldas la llamada a emitirlo, decisión que no fue objeto de controversia, quedando ejecutoriada en estrados.
Bajo esas circunstancias y luego de remitir la información necesaria para que se estudiara el caso del señor Heriberto Sánchez Cardona, la Junta Regional de Calificación de Caldas emitió dictamen pericial Nº 9862 de 23 de octubre de 2017 –fls.348 y 349- en el concluyó que la pérdida de la capacidad laboral del 63.90% de origen común sufrida por el accionante, se estructuró el 14 de julio de 2014, como adecuadamente lo había establecido la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda.
Para llegar a esa conclusión, el mencionado ente indicó que luego de analizar el historial clínico, los estudios clínicos, las pruebas objetivas y efectuar el examen físico, se encontró que el diagnóstico que lleva a que el señor Sánchez Cardona tenga una PCL del 63.90% se deriva de la disfunción visual grave bilateral severa, patología que se soporta en la campimetría realizada el 14 de julio de 2014, sin que hubiere lugar a fijar la estructuración de la invalidez en una fecha anterior, ya que a pesar de que hay algunas valoraciones previas, en ninguna de ellas se diagnosticó la referenciada patología invalidante. 
Por petición de la parte actora, el dictamen fue sustentado en la audiencia de trámite y juzgamiento por su ponente, Dr. Mauricio Mejía Mejía, quien reiteró lo concluido en ese estudio, agregando ante pregunta efectuada por el apoderado judicial del señor Heriberto Sánchez Cardona, que en el presente caso, con las evidencias clínicas que obran en el expediente del paciente, no resulta posible ubicar el momento en el que él arribó exactamente al 50% de PCL.
En efecto, al revisar el expediente y en particular la evidencia clínica inmersa en los dictámenes emitidos por la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda el 23 de junio de 2008 y el 24 de julio de 2014 –fls.23 a 29- no existe una examen médico que establezca que la disfunción visual grave bilateral severa que invalidó al señor Heriberto Sánchez Cardona en un 63.90%, se haya producido antes del 14 de julio de 2014, y mucho menos, en qué momento se produjo con exactitud el 50% de pérdida de la capacidad laboral.
Así las cosas, se concluye entonces que la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda no incurrió en error grave al establecer como fecha de estructuración de la invalidez del accionante el 14 de julio de 2014; motivo por el que habrá de confirmarse la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito por medio de la cual se negaron las pretensiones de la demanda.

Costas en esta instancia a cargo de la parte actora en un 100%.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO. CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito el 21 de febrero de 2018.
SEGUNDO. CONDENAR en costas en esta instancia a la parte actora en un 100%.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella han intervenido.
Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES          ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
                                                                                                    Impedida
ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
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